
 
Señor 
JUEZ CONSTITUCIONAL (reparto) 
E.S.D 
 
Referencia: ACCIÓN DE TUTELA  
Accionante: ANDRES MAURICIO QUICENO RIOS C.C 98.695.891 
Accionado: MUNICIPIO DE BELLO NIT. 900.127.674 – 5 – COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL. 
 
ANDRES MAURICIO QUICENO RIOS, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 
98.695.891 de Bello, actuando en nombre propio, comedidamente manifiesto a usted 
que en ejercicio del derecho de TUTELA consagrado en el artículo 86 de la Constitución 
Política de Colombia y reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, por este escrito 
formulo acción de tutela como mecanismo transitorio contra el Municipio de BELLO, 
representado legalmente por el señor Alcalde OSCAR ANDRES PEREZ MUÑOZ o quien 
haga sus veces, a fe de que se le ordene dentro de un plazo prudencial perentorio, en 
amparo a de los derechos fundamentales al trabajo, la seguridad social, al mínimo vital, 
a la igualdad, al debido proceso, a la debilidad humana y estabilidad laboral reforzada 
del suscrito; ordenando en forma consecuente mi reintegro al cargo que ocupada en 
iguales o mejores condiciones desde la fecha de mi retiro. El día 03 de enero de 2022, 
me fue notificado el acto administrativo Decreto 202104000604 del 16/12/2021, donde 
me informaban de la terminación de mi nombramiento en Provisionalidad, mismo que 
operaría a partir del 05 de enero de 2022, fecha en la cual el titular del empleo fue 
posesionado. 

 
HECHOS 

 
1. En razón al Decreto 20130484 del 6 de noviembre de 2013, fui nombrado en 

provisionalidad para el cargo de Agente de Tránsito, Código 340, Grado 3, Nivel 
Técnico, de naturaleza carrera administrativa, adscrito a la Subsecretaría Técnica 
de Tránsito y Transporte de la Secretaría de Movilidad de la entidad demandada, 
por un término inicial de 6 meses, vinculación que fue prorrogada mediante actos 
administrativos posteriores que hicieron que estuviera al servicio de la Alcaldía 
de Bello por más de 8 años.  
 

2. Este nombramiento en provisionalidad que le entidad realizo inicialmente por seis 
(6) meses, se tornó continuo e ininterrumpido hasta el día 5 de enero de 2022, 



fecha en que se me notificó el Acto Administrativo Decreto 202104000604 del 
16/12/2021; en el que la entidad demandada ordena la terminación del 
nombramiento en PROVISIONALIDAD referido en el acápite anterior, y el 
nombramiento en periodo de prueba de quien ocuparía mi cargo. 
 

3. Resulta necesario resaltar que el referido acto administrativo en el que la entidad 
omitió señalar si cabía o había lugar a la interposición de algún tipo de recurso 
en contra de esa decisión.  
 

4. La situación anterior surgió a raíz de que la Comisión Nacional del Servicio Civil 
(CNSC) mediante acuerdo No. 20191000001516 del día 04 de marzo de 2019, 
modificado por los Acuerdos No. 20191000005726 de mayo 14 y 
20191000009346 de noviembre 19 de 2019, convocoó a concurso abierto de 
méritos para proveer definitivamente cincuenta y seis (56) empleos, trescientos 
sesenta y tres (363) vacantes, pertenecientes al Sistema General De Carrera 
Administrativa De La Alcaldía De Bello Convocatoria 998 Territorial 2019.   
 

5. El 31 de octubre de 2021 tuve un accidente laboral mientras realizaba actos 
urgentes en desarrollo de mis funciones. Posterior a la inspección técnica de un 
cadáver, embalarlo y rotularlo, procedemos junto con el equipo de trabajo que 
me acompañaba a disponerlo al interior del necromovil, a causa de la lluvia, 
fluidos corporales y masa encefálica del occiso, resbalé, sufriendo una torcedura 
en rodilla derecha y mucho dolor en la mano derecha. Seguidamente, al bajar el 
cadáver en el Instituto de medicina legal, a causa de la lluvia, mientras me 
disponía a bajar el cadáver, de nuevo sufro una nueva caída que hace que 
aumente el dolor. 
 

6. Por medio del área de seguridad y salud en el trabajo fue diligenciado el informe 
del accidente de trabajo, situación que permitió la intervención de la ARL SURA 
para determinar el daño sufrido y la pérdida de capacidad laboral. 
 

7. El 21 de marzo de 2022, la ARL SURA emite concepto de pérdida de capacidad 
laboral en donde concluye que “PACIENTE CON TRAUMA DE RODILLA DERECHA 
CON HALLAZGOS DE RUPTURA CRONICA DE LIGAMENTO CRUZADO POSTERIOR 
Y DE ESQUINA POSTEROMEDIAL DETERMINADOS POR AUSENCIA DE 
CONTUSION OSEA Y EDEMA DE SURCO TERMINALES, SIGNO DE LA COMA DEL 
CRUZADO POSTERIOR, PRESENCIA DE CONDROPATIA PROFUNDA DE LA 
ROTULA GRADO IV QUISTES PARAMENISCALES EN CUERNO POSTERIOR DE 
MENISCO LATERAL. EL AT PRODUJO UN EPISODIO E INESTABILIDAD QUE YA 
ESTA RESUELTO EN EL CONTEXTO DE UNA RUPTURA CRONICA DEL LCA Y 



ESQUINA POSTEROLATERAL NO RELACIONADA CON EL ACCIDENTE, POR LO 
TANTO, DEL EVENTO AGUDO YA SE RESOLVIO (…)”. 
 
En razón a lo anterior, el concepto final del dictamen pericial, dio como resultado 
una deficiencia en cero porciento (0%). 
 

8. Ante dicho porcentaje de pérdida de capacidad laboral y ante el concepto de que 
las patologías que padezco no son derivadas del accidente laboral, presenté el 
30 de marzo, recurso de apelación ante dicha decisión. El 9 de junio obtengo 
respuesta ante dicho requerimiento por parte de la Junta Regional de Calificación 
de Invalidez de Antioquia, donde concluyeron que el origen de mi patología es 
por el accidente laboral y la pérdida de capacidad laboral es del 5.6%, a causa 
de un Edema óseo de los platillos tibiales y cóndilo femoral tibial, esguince grado 
II de ligamento cruzado anterior, condromalacia IV de la carilla medial de la 
rótula, escaso derrame articular.  
 

9. El 5 de julio de 2022, ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 
Antioquia, se presentó un nuevo recurso, ante las dolencias progresivas que 
siento en mi rodilla, la imposibilidad que tengo para volver a realizar actividades 
como jugar futbol, correr etc., que han afectado mi vida de relación. 
 

10. El Municipio de Bello y la Subsecretaría Técnica de Tránsito y Transporte de la 
Secretaría de Movilidad del municipio, conocieron del accidente, sabían que me 
encontraba en espera del dictamen de pérdida de capacidad laboral, sin 
embargo, no tuvieron en cuenta mi situación y decidieron terminar el vínculo 
laboral, dejándome totalmente desprotegido no solo del mínimo vital, si no de la 
garantía mínima del derecho a la salud, máxime cuando existían vacantes en las 
cuales había podido ser reubicado sin que se me afectara mi derecho 
fundamental al trabajo. 
 

11. Adicional a lo anterior, mi madre, Miriam Elena Ríos Chica, quien padece de 
artrosis crónica degenerativa, presión arterial, insomnio y migrañas extremas, 
quedó desprotegida del sistema de salud, por que yo era quien la tenía como mi 
beneficiaria, durante la vigencia de mi contrato laboral, de lo cual la entidad 
también tenía conocimiento. Con lo anterior, no solamente se afectó mi derecho 
a la seguridad social, sino también el de mi señora madre.  
 

12. En vista de lo anterior y ante la dificultad de conseguir un empleo formal, estoy 
cotizando como independiente a través de contratos eventuales y la colaboración 
de familiares cercanos. 
 



 
 

DERECHOS VULNERADOS 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO (CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, 
ARTÍCULO 25º).  

Estimo que con la actuación por parte del Municipio de BELLO con el Decreto No. 1174 
expedido el día 12 de julio del año 2019 se está violando entre otros de mis derechos 
fundamentales el consagrado en el artículo 25 de nuestra Carta Magna, que dispone:  
 
“El trabajo es un derecho y una obligación socia y goza en todas sus modalidades de la 
especial protección del estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas”. 
 
En nuestro ordenamiento constitucional se observa un bien significativo cambio de 
carácter cualitativo en relación con el trabajo. En efecto, es ciertamente un derecho 
humano (Articulo 25 C.P.) pero también constituye, al mismo nivel de respeto a la 
dignidad humana, un principio o elemento fundamental del nuevo orden estatal (Artículo 
1º C.P.).  
 
Cuando el constituyente de 1991 decidió garantizar un orden político, económico y social 
justo e hizo del trabajo requisito indispensable del Estado quiso significar con ello la 
materia laboral, en sus diversas manifestaciones, no puede estar ausente en la 
construcción de la nueva legalidad.  

El trabajo como factor fundamental de los procesos económicos y sociales, resulta 
primordial importancia en razón de que posibilita los medios de subsistencia y la calidad 
de esta para el mayor número de población y de él depende de manera general el 
crecimiento y desarrollo económico. También de él se desprenden varias y complejas 
relaciones sociales concurrentes y divergentes en cuanto a los intereses que en ella se 
traban, esta naturaleza básica del trabajo, reconocida por el Constituyente de 1991 
desde el Preámbulo de la Carta, también manifiesta en su contenido el propósito de 
asegurarlo de manera prioritaria, ante otros objetivos del Estado.  

Ahora bien, no cabe duda que en nuestro ordenamiento jurídico el derecho es una 
manifestación de la libertad del hombre, y, por lo tanto, en último término tiene su 
fundamento en la dignidad de la persona humana; de ahí que su constitucionalización, 



haya sido el resultado de un largo y difícil proceso histórico en cuyo fondo aparecen las 
grandes lucha políticas y sociales por la libertad del hombre.    

En el presente caso, la accionada Municipio de BELLO, desconoció mi condición de 
debilidad manifiesta, ya que ignoró la condición en la que me encuentro, misma que fue 
suscitado en ejercicio de mis funciones y que al momento de mi despido aún no se había 
terminado mi proceso para determinar una pérdida de capacidad laboral; aunado al 
hecho que no existía justificación alguna que permitiera el despido, desvinculándome 
de la entidad cuando existían vacantes en las cuales había podido ser reubicado sin que 
se me afectara mi derecho fundamental al trabajo.  

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD (CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, 
ARTÍCULO 13º).  

“todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica. El Estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que por su condición económica, física o mental se encuentren en 
circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra 
ellos    
 
El anterior derecho fundamental contiene seis elementos a saber:  
 

1. Un principio general: todas las personas nacen libres e iguales ante la ley y 
recibirán la misma protección y trato de las autoridades;     

2. Prohibición de discriminaciones: este elemento pretende que no se otorguen 
privilegios, se niegue el acceso a un beneficio o se restrinja el ejercicio de un 
derecho a un determinado individuo o grupo de personas de manera arbitraria e 
injustificada, por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, su 
convicciones u opiniones expresadas en el ejercicio de libertades protegidas 
constitucionalmente como la libertad de expresión, de los cultos o de conciencia;  

3. El deber del Estado para promover condiciones para lograr la igualdad real y 
efectiva;  

4. La posibilidad de conceder ventajas a grupos disminuidos o marginados;  
5. Una especial protección a favor de aquellas personas que por su condición 

económica, física o mental se encuentran en  
circunstancias de debilidad manifiesta, y;  



6. La sanción de abusos y maltratos que se cometan contra personas en 
circunstancia de debilidad manifiesta.  

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL, (CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, 
ARTÍCULO 48).  
 
La seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo 
la dirección, coordinación y control el Estado en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley.   
 
Se garantiza a tos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 
  
Los derechos fundamentales constitucionales no están circunscritos exclusivamente a 
los relacionados en el capítulo I (arts.11 a 41) del Título II de que trata la Constitución 
Política de los derechos, las Garantías y los Deberes otro varios que no estando incluidos 
allí ostentan tal carácter de fundamentales. El carácter fundamental del derecho lo da 
su íntima relación con la existencia y desenvolvimiento del ser humano en cuanto 
poseyendo una dignidad humana que le es inherente, es menester, proteger tal derecho 
porque así se salvaguarda también dicho ser.  
  
El derecho a la seguridad social fue desarrollado por el legislador a través de  la Ley 100 
de 1993 y que comprende las obligaciones  del Estado, la sociedad las instituciones  y 
los recursos destinados  a garantizar la cobertura  de las prestaciones de carácter 
económico, de salud  y servicios complementarios, cuyo objeto no es otro que garantizar 
los derecho s  irrenunciable de la persona y la comunidad para obtener  la calidad de 
vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que 
la afecten( Preámbulo y art. 1° ley 100/93)...  
 
Para el momento de la terminación del contrato, me encontraba vinculado al plan 
obligatorio de salud en régimen contributivo con la EPS Sura y como era de esperarse, 
en el momento de la desvinculación de la entidad, de manera automática genera mi 
desvinculación del régimen contributivo, negándome así la prestación de los servicios 
médicos por parte de la EPS. 
 

Finalmente, es pertinente resaltar que la desvinculación del cargo que ocupaba me fue 
comunicado mediante el Acto Administrativo Decreto 202104000604 del 16/12/2021, 
en el cual no se informaba acerca de la posibilidad de presentar los recursos respectivos 
en ante el Municipio de BELLO. En este sentido, el tutelante no agotó ni presento 



recursos a través de medios de impugnación, ello no conduce a la improcedencia de la 
acción de tutela por cuanto: (i) el acto administrativo que desvinculó al accionante no 
señaló expresamente que cabían recursos en contra del mismo, con lo cual se configura 
la hipótesis prevista en el segundo inciso del numeral 2° del artículo 161 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA). Además, se 
debe tener en cuenta que el solicitante no posee formación jurídica; y (ii) en cualquier 
caso, de conformidad con el artículo 9° del Decreto 2591 de 199161, no resulta necesario 
interponer recursos administrativos como requisito previo a la formulación de la acción 
de tutela.  
   
Por consiguiente, la acción de tutela es el mecanismo judicial idóneo para la protección 
de mis derechos fundamentales, de este modo, de conformidad con la jurisprudencia 
constitucional previamente expuesta, la acción de tutela es procedente en el presente 
caso dado que fui desvinculado en el marco de un proceso de reestructuración y alego 
condición de debilidad manifiesta (asunto que es objeto de debate en el proceso de la 
referencia).  
 

PRETENSIONES 
 

1. Se me reconozca la estabilidad laboral reforzada en razón a la pérdida de 
capacidad laboral por el accidente sufrido en ejercicio de mis funciones y en forma 
consecuente se me conceda el amparo de los derechos fundamentales a la 
igualdad, al trabajo, al debido proceso, a la dignidad humana, al mínimo vital y a 
la seguridad social, por las razones expuestas en esta acción de tutela. 
  

2. Ordene al Municipio de BELLO se me REINTEGRE a un cargo de iguales o mejores 
condiciones al que ocupaba hasta tanto (i) exista una justa causa de terminación 
de la relación laboral debidamente comprobada; (ii) cesen las condiciones que 
originan la especial protección; y/o (iii) existan razones objetivas del servicio que 
justifiquen de manera suficiente su desvinculación, caso en el cual la carga 
argumentativa recae en la administración.   

 
3. Ordene al Municipio de BELLO que se me reconozca y pague todos los salarios y 

prestaciones sociales a las cuales me asiste derecho desde la fecha en el que fui 
desvinculado y hasta el momento en que sea efectivamente incorporado a la 
nómina de la entidad.   
 

 



JURAMENTO 
 

Para los efectos de que tratan los artículos 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, manifestó 
bajo la gravedad del juramento que lo dicho en este documento corresponde a la verdad 
y que no he promovido acción similar por los mismos hechos.  

 
PRUEBAS 

 
1. Acta de nombramiento de forma PROVISIONAL en el cargo de AGENTE DE 

TRÁNSITO CÓDIGO 340, Grado 03 NIVEL TÉCNICO DE NATURALEZA DE 
CARRERA ADMINISTRATIVA adscrito a la Subsecretaría Técnica de la 
Secretaria de Transportes y Tránsito mediante Decreto 20130484 del 6 de 
noviembre de 2013. 

2. Acto Administrativo Decreto 202104000604 del 16/12/2021; en el que la 
entidad demandada ordena la terminación del nombramiento en 
PROVISIONALIDAD. 

3. Informe del accidente de trabajo ocurrido el 31 de octubre de 2021. 
4. Historia clínica, formula de medicamentos, incapacidades y ordenes de 

terapias. 
5. Notificación de la perdida de capacidad laboral y origen de la patología, 

emitida por la ARL Sura del 24 de marzo. 
6. Recurso de apelación en contra de la decisión, fechada da del 30 de marzo 

de 2022. 
7. Concepto emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez fechada 

del 9 de junio de 2022. 
8. Recurso de apelación ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez 

fechada del 5 de julio ante la decisión adoptada. 
9. Se oficie a la oficina de Gestión Humana y/o al despacho del representante 

legal del Municipio de BELLO para que se sirvan certificar:  
a) Si fui objeto de investigaciones y/o sanciones disciplinarias, fiscales o 

penales que hubiesen generado causa que justificara la 
desvinculación de la entidad. 

b) Las vacantes que después de publicar la lista de elegibles quedaran 
disponibles ya fuese en forma temporal y/o definitiva y cuáles de 
estas fueron ocupadas por servidores públicos con estabilidad laboral 
reforzada y cuales fueron provistas u ocupadas por terceras personas 
nombradas en provisionalidad como en el caso de las relacionadas en 
el Decreto 202104000610 de diciembre 16 de 2021.   



 
NOTIFICACIONES JUDICIALES 

 
ACCIONADO: Municipio de BELLO, con domicilio en Edificio GASPAR DE RODAS Carrera 
50#51-00 en BELLO, Antioquia. Dirección de notificaciones judiciales electrónica: 
notificacionesjudici@bello.gov.co  

  
ACCIONADO: Comisión Nacional del Servicio Civil, con domicilio en la Carrera 12 No. 97-
80 Piso 5º en BOGOTÁ D.C., con dirección de notificaciones judiciales electrónica al 
correo electrónico notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co   

 
ACCIONANTE: ANDRES MAURICIO QUICENO RIOS, con domicilio en Vereda la China 
San Félix, Dirección  de  notificaciones  judiciales electrónica: 
lauramar8@hotmail.com 
 
 
Del señor Juez, 
 

 
ANDRES MAURICIO QUICENO RIOS 
C.C 98.695.891 de Bello 
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